
Andalucía, cuyo texto fue remitido en diciembre a informe del Consejo Consultivo de Andalucía, y que 
persigue introducir la accesibilidad o, en su defecto, la asistencia a consumidores con discapacidad, en las 
máquinas expendedoras, suministradoras automáticas o en la modalidad de autoservicio, que vendan bienes 
que puedan poner en riesgo la seguridad de las personas y, particularmente, combustibles y carburantes; 
estableciendo sanciones pecuniarias por el uso indebido de la tarjeta de aparcamiento por persona distinta 
de su titular.

Por el contrario, no hemos tenido oportunidad de conocer la culminación del III Plan de Acción Integral 
para las Personas con Discapacidad en Andalucía, cuya formulación se aprobó por Acuerdo del Consejo 
de gobierno de 11 de septiembre de 2018 (BOJA número 180 de 17/09/2018). Tomando en consideración 
que el mentado Plan tiene como finalidad promover la inclusión social de las personas con discapacidad 
a través de la consecución de los fines definidos en la Ley, consideramos importante tanto su elaboración 
como la regularidad en su revisión y reformulación, dado que hasta la fecha solo hemos conocido el I Plan 
de Acción Integral 2003-2006, y el II Plan 2011-2013, ambos previos a la vigencia de la Ley 4/2017.

1.3.2.5.2. La discapacidad en otras materias

1.3.2.5.2.1. Menores, Educación, Cultura y Deporte

Durante el año 2020 se han tramitado 98 expedientes de queja cuyo contenido estaba relacionado con 
cuestiones que afectan a los derechos de los menores de edad con discapacidad.

Como viene aconteciendo en ejercicios anteriores, 
la atención al alumnado con necesidades educativas 
especiales ha constituido el eje central de las 
intervenciones de la Institución, tanto en su condición 
de Defensor del Pueblo Andaluz como de Defensor 
del Menor de Andalucía en materia de discapacidad. 
No obstante, el ejercicio al que se contrae el presente 
informe ha estado marcado por la incidencia de la 
COVID-19 en los procesos de enseñanza-aprendizaje de 
este colectivo, especialmente tras la suspensión de la 
actividad docente presencial y su continuidad por medios 
telemáticos.

Las Tecnologías de la información y comunicación (TIC) 
han adquirido un singular protagonismo en el proceso de inclusión educativa del alumnado con necesidades 
educativas especiales. Un alumnado, no lo olvidemos, expuesto aún a mayor vulnerabilidad y desigualdad 
en el acceso a su educación en las especiales circunstancias tras la suspensión de la presencialidad en 
las aulas. Ciertamente las TIC se han considerado como una herramienta muy valiosa, dado el papel que 
pueden desempeñar en el desarrollo de una educación flexible e individualizada, evitando las limitaciones 
de los sistemas tradicionales y ofreciendo un canal más sencillo de acceso a las fuentes de conocimiento y 
formación, al mismo tiempo que facilitan un aumento de la autonomía, una mejora de la integración social 
y la comunicación interpersonal del alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo.

La suspensión de la actividad educativa para este tipo de alumnado desde que se acordó el cierre de los 
centros docentes, si no se potencia el seguimiento de su proceso por vía telemática, puede conllevar a una 
desconexión del ámbito educativo. Una desconexión que de prolongarse en el tiempo incrementa el riesgo 
de fracaso escolar y abandono temprano del Sistema educativo. Si el acceso a las TIC de este alumnado 
se muestra imprescindible en una situación de normalidad, en las especiales circunstancias derivadas de la 
suspensión de las clases presenciales, se convirtió en irrenunciable para seguir avanzando en su educación. 
Caso contrario, estos niños y niñas se verán afectados por una doble exclusión y marginación.

Y en este ámbito de la educación especial debemos señalar las vicisitudes acontecidas en el proceso de 
enseñanza del alumnado con discapacidad auditiva.

“Señalar las vicisitudes 
acontecidas en el 
proceso de enseñanza 
del alumnado con 
discapacidad auditiva”
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Conocimos que durante la suspensión de las clases de forma presencial por el coronavirus, estos alumnos 
no estaban recibiendo de manera telemática el apoyo imprescindible de los intérpretes de lengua de signos.

Estos profesionales son contratados a través de la adjudicación de la prestación del servicio a la empresa 
con la que mantienen la relación laboral. Desde que se decretó el estado de alarma, a las intérpretes -en su 
mayoría mujeres-, se les estuvo facilitando información contradictoria sobre su situación laboral, ya que, 
al parecer, la Agencia Pública Andaluza de Educación (APAE) no concretaba las medidas que debían seguir 
para continuar desarrollando sus cometidos. Después fueron informadas por su empresa de que no se iba 
a proceder a ningún tipo de ERTE porque se mantendrían sus puestos de trabajo, sin embargo, cuando 
preguntaron cómo y qué medios se les iba a facilitar para continuar con su actividad de manera telemática 
la Agencia Pública informó de que no podían ejercer su actividad porque sus contratos se encontraban 
“suspendidos”.

Al parecer, la Administración contratante habría facilitado a la empresa la partida necesaria para que 
pudiera abonar las nóminas a las intérpretes a pesar de tener su actividad paralizada. Pero, paradójicamente, 
el alumnado con discapacidad auditiva, que debía continuar con sus obligaciones formativas, seguía sin 
poder acceder a este servicio indispensable. Y ello porque la Junta de Andalucía había equiparado todos 
los servicios externalizados sin distinguir entre los que son prescindibles durante el estado de alarma, 
como el comedor o el transporte escolar, y los que son irrenunciables, como la interpretación de la lengua 
de signos española, tal como se concibe en la Ley 11/2011, de 5 de diciembre, por la que se regula el uso 
de la lengua de signos española y los medios de apoyo a la comunicación oral de las personas sordas, con 
discapacidad auditiva y con sordoceguera en Andalucía.

En este contexto, iniciamos una investigación de oficio ante la Consejería de Educación para conocer con 
exactitud la situación del alumnado con discapacidad auditiva así como las medidas que se van a adoptar 
o, en su caso, ya se hayan adoptado, para posibilitar que aquel siga recibiendo el apoyo de los especialistas 
en lenguaje de signos (queja 20/2615).

La respuesta obtenida confirma la ausencia del servicio de intérpretes de signos en estas especiales 
circunstancias. En efecto, la Agencia Pública Andaluza de Educación procedió, en cumplimiento de la 
Instrucción de 13 de marzo de la Viceconsejería de Educación y Deporte, a la suspensión de todos los 
contratos de servicios educativos que gestiona durante la suspensión de la actividad docente presencial, 
incluidos los intérpretes de lengua de signos, habiéndose recibido instrucciones específicas de reanudación 
del servicio por parte de la Consejería de Educación. En cualquier caso, para la prestación telemática de 
dicho servicio hubiese sido necesario formalizar nuevos contratos ya que se necesitarían, por parte de las 
empresas adjudicatarias, determinados medios de teletrabajo para su personal cuyo coste no se incluía 
en los contratos iniciales.

Por otro lado, esta Institución ha continuado trabajando para que el alumnado con necesidades educativas 
especiales cuente con todos los recursos necesarios para su debida atención e inclusión educativa.

Recordemos que las leyes educativas reconocen la inclusión escolar como uno de los principios del Sistema 
educativo y la escuela inclusiva como base para la atención de todos los alumnos, independientemente 
de sus condiciones y capacidades. Siendo así, el alumnado afectado por algún tipo de discapacidad 
tiene garantizada su escolarización, siempre que sea posible, en centros ordinarios y recibir una atención 
educativa adecuada a sus necesidades que les garantice el máximo desarrollo posible.

Esta es la teoría, la realidad, sin embargo, es que el alumnado con necesidades educativas especiales 
sigue encontrándose con muchas dificultades y obstáculos para poder integrarse plenamente y de forma 
real y efectiva en condiciones de igualdad en el ámbito educativo.

Y en este aspecto la ausencia o insuficiencia de profesionales técnicos de integración social (PTIS) continúa 
siendo un problema recurrente que afecta a este colectivo de niños y niñas vulnerables. En numerosas 
ocasiones, las demandas de estos profesionales son realizadas por las familias y ratificadas por los equipos 
directivos de los centros docentes, y no resulta tarea fácil discernir sobre la oportunidad de estas peticiones 
teniendo presente que cualquier demanda de ampliación de la atención que se presta al alumnado con 

1.3. Dependencia y Servicios sociales

117



necesidades educativas especiales se debe encontrar plenamente justificada. Aún así, las informaciones 
que nos aportan las familias, los docentes o los equipos de dirección permiten acreditar la justificación 
racional de incrementar los servicios de los profesionales técnicos de integración social en algunos centros 
educativos, y así lo demandamos a la Administración educativa (queja 19/5381).

1.3.2.5.2.2. Empleo Público, Trabajo y Seguridad Social

Durante el año 2020 se han tramitado 101 quejas relacionadas con el acceso y mantenimiento del empleo 
público de las personas con discapacidad en el Área de Empleo Público, Trabajo y Seguridad Social del 
Defensor del Pueblo Andaluz.

Entre estas cabe destacar la queja 20/2192, iniciada de oficio sobre el modo de acreditar la condición de 
persona con discapacidad en los procesos selectivos de acceso al empleo público a partir de las sentencias 
del Tribunal Supremo números 992/2018, 993/2018 y 994/2018, de 29 de noviembre, que se comenta con 
mayor profundidad en el Epígrafe 5.2.3. del Capítulo 5 del presente Informe Anual.

Otra actuación a destacar en este ámbito es la queja 19/2253, promovida de oficio por el incumplimiento 
por parte de la Universidad de Sevilla del precepto legal que establece, dentro del cupo legal de reserva 
en favor de personas con discapacidad, la reserva del 1 % de plazas prevista en el mismo para personas 
con enfermedad mental.

La Administración universitaria, en el informe remitido a esta Institución, manifestaba que: “Parte este 
rectorado de la base de que la Resolución de esta Universidad de 26 de noviembre de 2018, (...) respeta la 
normativa de aplicación en lo que se refiere al acceso a la función pública de las personas con discapacidad, 
al entender que esta no puede ser otra sino la contenida en el Art. 59 del Real Decreto Legislativo 7/2015 del 
Empleado Público de 30 de octubre cuando establece que “En las ofertas de empleo público se reservará 
un cupo no inferior al siete por ciento de las vacantes para ser cubiertas entre personas con discapacidad 
(…). La reserva del mínimo del siete por ciento se realizará de manera que, al menos, el dos por ciento de 
las plazas ofertadas lo sea para ser cubiertas por personas que acrediten discapacidad intelectual y el 
resto de las plazas ofertadas lo sea para personas que acrediten cualquier otro tipo de discapacidad”.

A la vista de este planteamiento, en la Resolución que se le dirigió al Rectorado de la Universidad de Sevilla 
se le puso de manifiesto que dicha Universidad, de acuerdo con lo establecido en la Disposición adicional 
segunda del Decreto Legislativo 1/2013, de 8 de enero, por el que se aprueba el Texto Refundido de la 
Ley Andaluza de Universidades, forma parte del sistema universitario andaluz y, consiguientemente, de la 
Administración pública de Andalucía, siéndole de aplicación las leyes y disposiciones aprobadas por esta 
comunidad autónoma en el ejercicio de sus competencias.

Y, desde esa posición, la cuestión objeto de la actuación de oficio no puede reconducirse a una cuestión 
de régimen jurídico de personal, ya que en la misma prima el aspecto de cumplimiento de los mandatos 
constitucionales, estatutarios y legales para la protección de los derechos de las personas con discapacidad. 
En este sentido, debe tenerse en cuenta que la Ley 4/2017 no es una ley que regula el régimen jurídico 
funcionarial, sino que se trata de una ley que nace de la necesaria adecuación de la normativa autonómica a 
la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo, 
aprobada el 13 de diciembre de 2006 por la Asamblea General de las Naciones Unidas, que ha sido 
ratificada, junto con su Protocolo Facultativo, en 2007 por España, y entró en vigor el 3 de mayo de 2008, 
como ya se había hecho con anterioridad en el ámbito estatal a través del Real Decreto Legislativo 1/2013.

Por todo ello, concluimos recomendando a la Universidad de Sevilla que se reconozca el porcentaje de 
reserva de plazas para personas con discapacidad que establece el artículo 28.1 de la ley 4/2017, de 25 
de septiembre, de los Derechos y Atención a las personas con Discapacidad en Andalucía, por ser este el 
cuerpo legal de aplicación dada la condición de dicha Universidad de Administración pública de Andalucía.

En respuesta a la Recomendación formulada, el Rectorado de la Universidad de Sevilla nos manifiesta 
la aceptación de la misma y su predisposición a aplicar los porcentajes de reserva para personas con 
discapacidad previstos en la Ley 4/2017 en las próximas ofertas públicas de empleo de la misma.
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https://www.defensordelpuebloandaluz.es/investigamos-sobre-la-acreditacion-de-la-condicion-de-persona-con-discapacidad-en-los-procesos
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/se-esta-incluyendo-en-los-procesos-selectivos-de-personal-la-reserva-del-1-del-cupo-de-plazas-para
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